






FACULTAD DE DERECHO 
GRADO EN DERECHO 
TRABAJO FIN DE GRADO 






LA SUBASTA JUDICIAL. ESPECIAL REFERENCIA A SU PUBLICIDAD. 
AUTOR: 
DAVID JAUME FORNS LLORET 
TUTOR ACADÉMICO: 






Tal y como decía Joaquín de la Serna "si preguntamos a los ciudadanos su opinión 
acerca de la subasta judicial seguramente responderán que se trata de un mundo cerrado 
intricado, no exento de peligros y reservado a un reducido grupo de personas 
especialistas en la materia".1 
En este trabajo vamos a intentar dilucidar ese mundo, centrándonos en la publicidad de 
la subasta, al ser un tema de completa actualidad, ahora más que nunca, tras la entrada 
en vigor de la Ley 19/2015 de 13 de julio que, en cierta manera, acaba con ese universo 
tan cerrado de las subastas judiciales antaño limitadas a los profesionales del sector 
(Letrados de la Administración de Justicia, Procuradores, entidades de crédito, 
subasteros e inmobiliarias) y la abre haciéndola más accesible que nunca en toda la 
historia de nuestro país al ciudadano medio. 
A lo largo de este trabajo vamos a analizar la evolución histórica de la subasta judicial 
en nuestro país, comparándola con la forma en que en otros estados se enajenan 
judicialmente los bienes inmuebles y entraremos a analizar en profundidad la novedosa 
reforma realizada a raíz de la Ley 19/2015 de 13 de julio, que ha tenido un gran calado 
en la subasta judicial, así como las múltiples problemáticas que se encuentran en la 
práctica a la hora de aplicarla. 
Esta materia despierta un especial interés no sólo por ser un tema en boga, sino por el 
prometedor futuro que se augura a la Subasta Judicial Electrónica debido a la ingente 
publicidad que la misma proporciona y que no se verificaba en la anterior Ley de 
Enjuiciamiento Civil, la cual dejaba importantes claroscuros en su articulación. Así, por 
ejemplo, y en cuanto a la publicidad, los juzgados de la provincia de Murcia intentaban 
suplir la falta de la misma a través de una página web creada expresamente por un 
Letrado de la Administración de Justicia.  
La Ley 19/2015 de 13 de julio, como ya se ha dicho, trata de suplir esta falta de 
publicidad y abre, con la creación de una página web (http://subastas.boe.es/) la 
posibilidad de que cualquier ciudadano, sin importar su situación geográfica, pueda 
pujar en cualquier subasta judicial realizada en nuestro país lo que redunda en un mayor 
                                                          




beneficio tanto para el acreedor como para el deudor. Asimismo, como se ha reseñado 
anteriormente, antaño este mundo estaba limitado a un contado número de actores y 
ahora avanza hacia la liberalización en parte del mismo, introduciendo por vez primera, 
aunque aún con timidez, al ciudadano de a pie. 
Las ventajas de la subasta electrónica frente a la presencial son más que evidentes, ya no 
por la anteriormente mencionada publicidad o acceso, sino por las facilidades que ésta 
otorga al no obligar a las partes, o sus representados, a que concurran a estar presentes 
en un lugar, día y hora determinados. A la vez, la Subasta Electrónica cuenta con no 
menos garantías que la presencial pues, ya desde el principio de la misma, se produce 
una identificación inequívoca de todas las partes que intervienen en el proceso mediante 
un certificado reconocido de firma electrónica con un sistema de claves previamente 
concertadas. El sistema garantiza el certificado electrónico de cada una de las 
transacciones realizadas añadiendo total transparencia al proceso, siendo ésta una de las 
novedades más importantes introducidas en la Ley. Además, para asegurar su completa 
validez y garantías frente al ciudadano, el organismo encargado de la llevanza del Portal 
de Subastas es la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, lo que indudablemente 
añade al nuevo procedimiento una confianza que antes se hacía difusa. 
No obstante, pese a las múltiples virtudes que presenta la Subasta Judicial Electrónica 
en nuestro país, la misma no está exenta de fallas y lagunas. Fallas que nos vamos a 
encargar de analizar y esquematizar para comprender su naturaleza, su producción y su 
posible solución en este nuevo camino abierto en la ejecución de las subastas judiciales, 
centrándonos sobre todo en la publicidad de la misma. 
2. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA SUBASTA JUDICIAL EN 
ESPAÑA. 
 2.1 Derecho antiguo romano. 
Como curiosidad, en la antigua Roma, cuando un bien era llevado a subasta por un 
acreedor, se clavaba una lanza en el lugar donde se realizaría la venta pública con la 
orden escrita "sub hasta vendere", es decir, vender lo que está marcado por la lanza. De 
esta expresión surgió en latín el verbo "subhastare", del que deriva la palabra "subasta". 
Y esa era la forma en que primitivamente se daba publicidad a la citada venta. 
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2.1.1 La bonorum venditio 
Se trataba de un procedimiento de ejecución consistente en la toma de posesión de todos 
y cada uno de los bienes integrantes del patrimonio del deudor, decretada por el 
magistrado, y su posterior venta en pública subasta, para que con el precio obtenido de 
la misma pudieran resarcirse los créditos no satisfechos del acreedor o acreedores. 
 
En sus orígenes, esta figura se emplea como medio de ejecución de sentencias cuando 
no resulte posible acudir a la ejecución personal. De hecho, según opinión dominante, la 
bonorum venditio fue acuñada por el pretor Rutilio Rufo, en torno al año 118 a. C., para 
socorrer al litigante victorioso que no pudiese llevar a cabo la ejecución personal sobre 
el deudor, al haberse éste huido u ocultado 2 . De este caso excepcional, se va 
extendiendo a los restantes supuestos puntualizados en el Edicto, convirtiéndose en el 
medio de ejecución general y usualmente preferido por los acreedores. 
 
En lo que respecta a los trámites de la bonorum venditio, básicamente consistía en una 
venta en bloque de todo el patrimonio de una determinada persona (comprendiendo el 
activo y pasivo patrimonial), esto es, una ejecución general o global (en oposición a la 
singular). Pues bien, en la tramitación de esta venta en bloque del patrimonio, pueden 
distinguirse, de acuerdo con ÁLVAREZ SUÁREZ, tres etapas fundamentales: la puesta 
en posesión de los bienes, las medidas preparatorias de la venta, y finalmente, la venta 
propiamente dicha. 
 
Analicemos cada una de estas fases: 
 
1º. Puesta en posesión de los bienes («missio in bona»). A solicitud del acreedor o de 
alguno de los acreedores, en el caso de ser varios; o bien a instancias del propio deudor, 
en el supuesto de la «cessio bonorum», el pretor autorizaba la entrada en la posesión de 
los bienes del deudor. En virtud de esta concesión, el acreedor quedaba facultado para 
adoptar todas las medidas necesarias para la conservación y guarda de los bienes. En el 
caso de tratarse de varios acreedores, la conservación y guarda por parte de uno solo de 
ellos aprovecha a todos por igual, debiendo en tal caso, fijar anuncios públicos en 
aquellos lugares más frecuentados, en los que se hiciese saber los bienes respecto de los 
                                                          
2 ÁLVAREZ SUÁREZ, U., Curso de Derecho Romano, p. 476. 
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cuales se haya obtenido la puesta en posesión en los términos analizados. Dicho anuncio 
tenía como finalidad que la de posibilitar al resto de acreedores del deudor existentes el 
sumarse a dicha ejecución global, así como permitir a los familiares y amigos del 
deudor que lo deseen intervenir para pagar la deuda u oponerse la ejecución, en su caso. 
 
En el caso de existir más de un acreedor, como decimos, la missio in bona sólo se 
concedería a uno de ellos o a un tercero extraño que designa el propio pretor, que 
pasaría a ser el administrador provisional de los bienes objeto de bonorum venditio 
(curator bonorum). 
 
Esta situación de toma de posesión y guarda de los bienes se prolongaba por treinta días, 
de vivir el deudor, y sólo quince en el caso de estar ya fallecido. Durante este plazo, el 
deudor puede pagar su deuda u oponerse a la actioaiudicati de la que traiga causa la 
bonorum venditio. Si nada de esto llega a producirse (ni paga el deudor, ni se opone), el 
deudor se declara fallido (fraudatur), y recae automáticamente sobre el mismo la notas 
de infamia, persona sospechosa de insolvente y dilapidador de sus bienes. 
 
2º. Medidas preparatorias de la venditio. Transcurridos los plazos, el pretor convocaba 
a los acreedores para que nombren a un síndico de entre ellos (denominado magister 
bonorum), que es el encargado de llevar a cabo la venta de los bienes objeto de 
bonorum venditio. Este síndico estaba obligado a redactar los pliegos de condiciones de 
la venta (leges venditionis), que debían ser aprobadas por el pretor. Una vez aprobadas, 
se publicaban en lugares públicos y notorios, indicándose: las condiciones de tal venta, 
el modo en que debe realizarse el pago, los créditos privilegiados que deben ser pagados, 
los gravámenes que recaigan sobre la cosa, así como las garantías de deben prestar los 
eventuales compradores de dicho bien. 
 
3º. Venditio propiamente dicha. La venta se efectuaba en subasta pública, y comprendía 
todo el patrimonio globalmente considerado del deudor, tanto su activo cuanto su pasivo. 
La adjudicación de ese patrimonio íntegro se hacía al mejor postor, quien a diferencia 
de lo que sucede en la actualidad (con carácter general es quien ofrece un mayor precio 
por los bienes objeto de subasta, lo cual es lógico, pues nuestra subasta actual no tiene 
por objeto un patrimonio global, sino únicamente «uno o varios bienes o lotes de 
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bienes» ), es quien ofrece pagar a los acreedores ordinarios un porcentaje mayor de sus 
créditos (el mejor postor recibe el nombre de bonorum emptor)3. 
 
2.2 El Fuero Juzgo. 
 
Si nos remontamos al Derecho histórico español, las primeras alusiones a la subasta 
como tal las encontramos en el Fuero Juzgo, redactado por el rey visigodo Recesvinto 
en el año 654, donde la misma venía a consistir en la venta de un bien hecha por el 
precio fijado por el acreedor y "tres hombres buenos", debiendo procederse a la 
devolución del remanente a su dueño en el caso de obtenerse un mayor importe del 
adeudado. Era requisito indispensable para llevar a cabo la venta en pública subasta la 
necesaria ocupación del bien por parte del acreedor, para lo que hacía falta la 
autorización correspondiente del juez de la época. Se tiene constancia que, al igual que 
ocurre en la actualidad, el procedimiento ejecutivo constaba de dos fases. En la primera, 
donde se embargaba el bien, y en la segunda donde se procedía a la venta. 
Si bien es cierto que en esta primera referencia se habla de todo momento de venta sin 
mencionar explícitamente la palabra subasta. 
2.3 El Fuero Real. 
La segunda referencia a las subastas judiciales en nuestra historia aparece en el Fuero 
Real promulgado por el rey de Castilla Alfonso X el Sabio en 1255, una obra normativa 
con una fuerte influencia del derecho germánico. Así pues, en el titulo XX de esa obra 
"de deudas y de las pagas" tiene como elementos más destacables el procedimiento de 
venta mediante pública subasta variable en cuanto se trate de bienes muebles o 
inmuebles y la prohibición de la toma de la prenda de forma privada sin intervención 
del alcalde o merino. Es relevante mencionar que aparece por vez primera en un texto 
                                                          
3 Según MURGA FERNÁNDEZ, JUAN PABLO, en Antecedentes Históricos de la Venta en Pública 
Subasta:  Las diferencias existentes entre el Derecho romano clásico y el Derecho actualmente vigente en 
torno a la figura del «mejor postor», traen causa directa de la anterior distinción concerniente al objeto, 
así como del propio carácter colectivo de la ejecución en qué consiste la bonorum venditio: en efecto, si 
en el Derecho romano clásico eran objeto de la venta en pública subasta, no sólo los elementos activos, 
sino también los pasivos del patrimonio, lógicamente no sería mejor postor el que ofreciese un precio 
mayor por los bienes, ya que lo principal era la satisfacción de las deudas; y al consistir la bonorum 
venditio en una ejecución colectiva, la finalidad no es otra que la liquidación del conjunto de deudas, 





legal español un mandato directo de publicidad de ventas, al ordenar que el alcalde debe 
pregonar la venta de los bienes inmuebles. Aún con todo, se distancia del derecho actual 
al no haber en él una preferencia de los bienes muebles sobre los bienes inmuebles, 
contrario a nuestro orden de prelación existente. 
2.4 Las Partidas. 
Las Partidas, también obra de Alfonso el Sabio, fechada en el año 1265 es el texto legal 
histórico español que mejor recoge la regulación de la subasta en términos muy 
parecidos a como está configurada en la actualidad.4 , aunque en el mismo se habla de 
almonedas, ya que el termino subasta no aparecía todavía. 
En ellas se establece que las personas encargadas de llevar a cabo la venta de los bienes, 
corredores, debían intentar obtener el mayor precio posible para las cosas objeto de 
subasta. Para ello debían pregonar en voz alta los precios que se iban ofreciendo.  
El procedimiento era muy parecido al de la actualidad, dictada sentencia se procedía a la 
venta de los bienes en pública subasta. No obstante, dicha subasta no se llevaba a cabo 
hasta pasar veinte días con la esperanza de alcanzar el mayor precio posible.  
Transcurrido el plazo de veinte días y presentadas las distintas posturas a lo largo del 
mismo, se efectuaba la venta a favor de aquél que presente la mayor puja.  
2.5. Las Leyes del Toro. 
Estas leyes fueron acordadas tras la muerte de la Reina Isabel I de Castilla en 1505. Su 
principal aportación al tema que nos ocupa es el reconocimiento de un derecho de 
adquisición preferente a favor de los parientes más próximos al deudor. Derecho de 
adquisición preferente que se extendía durante nueve días siguientes a la aprobación del 
remate. Si el pariente más próximo no hacía uso de ese derecho pasaba al pariente que 
le seguía en la preferencia hasta alcanzar el límite en los parientes de cuarto grado. 
Como novedad es la primera vez que aparece el término remate. A pesar de ello, se 
sigue hablando de almoneda y no de subasta.5 
2.6 La Nueva y la Novísima Compilación. 
                                                          
4 MORAL MORO, MARÍA JOSÉ. La subasta judicial de bienes inmuebles, nota nº9, Pág. 59. 
5 MORAL MORO, MARÍA JOSÉ. La subasta judicial de bienes inmuebles, nota nº11. Pág. 60. 
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La Nueva Recopilación fue promulgada bajo el reinado de Felipe II en 1567 y en ella se 
perfeccionaron los defectos observados en normativas precedentes. Posteriormente, en 
el reinado de Carlos IV, el Cazador, se promulgó la Novísima Recopilación en el año 
1805 y en ella se actualizó la Nueva Recopilación. 
Cabe subrayar la forma en que se efectúan las ventas en pública subasta. Dicho modo de 
proceder es sistematizado por LUQUE TORRES, de la forma que sigue: 
1. «En primer lugar, sólo procede la ejecución sobre contratos públicos y otras 
escrituras, que llevan aparejada la ejecución, correspondiendo al juez comprobar si 
efectivamente procede la ejecución o no. 
2. Comprobado este dato, el juez dictará mandamiento de ejecución sin citar a la parte 
ejecutada. 
3. La ejecución sobre los bienes del ejecutado se llevará a cabo procediendo en primer 
lugar sobre los bienes muebles, en defecto de éstos sobre los inmuebles o raíces con 
fianzas de saneamiento, y en defecto de esas fianzas se tomará preso al deudor, salvo 
que no se pueda conforme a las leyes. 
4. Si la ejecución se realiza sobre muebles por existir éstos en el patrimonio del deudor, 
se anunciará por pregones la subasta por tiempo de nueve días, de tres en tres días cada 
pregón. Si los bienes fueren inmuebles o raíces, se anunciará por tiempo de veintisiete 
días, de nueve en nueve días cada pregón. 
5. Anunciada la venta pública a través de los pregones en los plazos antes señalados, se 
procederá a citar al deudor para el remate.  
6. Dentro de los tres días siguientes a la citación, el deudor podrá oponerse haciendo 
valer alguna legítima excepción conforme a la Ley. 
7. Si transcurrido este plazo el deudor no hace uso de este derecho oponiéndose, el juez 
ordenará hacer el remate pagándose así la deuda, sin perjuicio de cualquier apelación».6 
Puede comprobarse la preocupación por el cumplimiento de tales trámites, los cuales 
son garantía especialmente para el deudor ejecutado. Todo ello, recuerda enormemente 
al régimen jurídico actualmente vigente contenido en el articulo 592 LEC7. 
                                                          




2.7 Desarrollo legislativo posterior. 
En la etapa de codificación, el legislador español reguló las subastas desde los ámbitos 
jurídicos procesal y civil. Las subastas judiciales se regularon en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil de 1855, tanto con carácter forzoso, para la ejecución patrimonial 
del deudor incumplidor o vía de apremio como mecanismo de venta no forzosa. La 
figura de la subasta aparece también regulada en el Proyecto de Gracia Goyena de 1851 
como procedimiento de enajenación que se empleaba en relación con diversas materias 
en sede de sucesiones, contratos de compraventa, comunidad de bienes y derechos 
reales de garantía. La Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, que sustituyó a la Ley 
anterior de 1855, también reguló el procedimiento de subasta tanto como un 
procedimiento de venta forzosa, en vía de apremio y en relación con el concurso de 
acreedores, como una forma de realizar una venta voluntaria, dentro del apartado 
dedicado a la jurisdicción voluntaria. 
El Código Civil de 1889, que sucede al Código Civil de 1851, regula la venta pública, la 
subasta pública y la subasta judicial como modo de adquirir la propiedad en relación 
con la irreivindicalidad de la cosa adquirida en subasta pública y como medio de 
realización de las cosas muebles halladas que no pudieran conservarse, en el ámbito 
sucesorio para la enajenación del legado de finca que no admita división o los bienes de 
la herencia y para la partición de la herencia en el caso de que este formada por bienes 
indivisibles, como forma de perfeccionamiento de contrato de compraventa con un 
contenido propio y distinto de la subasta judicial o de la pública subasta de animales, 
con referencia a los censos y a las ventas judiciales de fincas enfitéuticas y como medio 
de enajenación de derechos reales de garantía de la cosa pignorada por el acreedor el 
cual no se hubiere satisfecho oportunamente de su crédito. 
Con posterioridad, los Decretos de 13 de abril de 1945 y de 18 de junio de 1948 después, 
regularon por primera vez la subasta como un procedimiento de venta extrajudicial y 
voluntaria8. 
                                                                                                                                                                          
7  El artículo 592 de la LEC dispone que «procurando tener en cuenta la mayor facilidad de su 
enajenación y la menor onerosidad de ésta para el ejecutado". 
8 ASENSI MERÁS, ALTEA. Régimen Jurídico de las Subastas. Tesis Doctoral UA. pp. 26. 
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Tras la aprobación de la Constitución española las subastas extrajudiciales quedaron 
sometidas al nuevo orden constitucional. 
 
3. LA REALIZACIÓN DE LA SUBASTA JUDICIAL EN DISTINTOS 
ORDENAMIENTOS JURÍDICOS. DERECHO COMPARADO. 
 Si acudimos al ordenamiento jurídico de otros países encontraremos una amplia y 
diferenciada variedad de soluciones a la hora de afrontar este mundo. Por ejemplo, en el 
Derecho escandinavo (Finlandia) se regula el embargo de inmuebles, que el deudor 
puede seguir utilizando hasta la venta forzosa, reduciendo su derecho a la percepción de 
los frutos. La subasta del inmueble se realiza, por otra parte, a solicitud del acreedor. 
La gestión de la realización de los bienes aporta asimismo no pocas variantes. Son muy 
pocos los sistemas que prevén una participación directa de las autoridades judiciales (en 
España, el Letrado de la Administración de Justicia), más allá de la resolución de las 
controversias que puedan surgir o cierto control en la enajenación de bienes inmuebles. 
Habitualmente, la responsabilidad de la realización corresponde al agente ejecutivo 
(Alemania, Bélgica, Francia, Luxemburgo, Inglaterra), notarios (Francia) o autoridades 
específicas (commissaires-priseurs en Francia). 
La realización de los bienes a través de venta en pública subasta presenta algunas 
peculiaridades dignas de mención. Se trata de un método de ejecución material casi 
universal, si se exceptúa la ineficiencia de este método en el Derecho japonés, pues los 
japoneses por definición no adquieren bienes usados o “de segunda mano”. 
Pero otra diferencia notable es la posibilidad de que la subasta se realice por una entidad 
privada. Es ésta una alternativa tradicional en el modelo escandinavo que va calando en 
otras familias jurídicas. En Suecia, el agente ejecutivo puede delegar la ejecución de la 
subasta en un tercero (Utsökningsbalk cap. 9, §1). En el Derecho noruego, además de 
que el deudor y el acreedor pueden acordar la forma de la venta forzosa, desde 1992 
existe la alternativa de una venta a través de sociedades o intermediarios profesionales, 




En el sistema danés, la subasta se lleva a cabo a través de una sociedad de subastas 
designada por el Ministerio de Justicia, actuando bajo la fiscalización del Tribunal 
encargado de la ejecución, que en todo caso administra y organiza directamente la 
ejecución cuando se trata de buques, aeronaves, créditos e inmuebles, siendo éstos 
últimos enajenados en el mercado libre.  
La posibilidad de recurrir a una alternativa a la subasta pública la brinda también el § 
825 ZPO alemán, y los arts. 636.3 y 640-641 LEC española. También se contemplan en 
otros sistemas romano-germánicos alternativas más modestas de venta extrajudicial (ad. 
ex. arts. 902-907 CPC portugués). Por otra parte, especialmente en el modelo germánico 
y escandinavo, existe coincidencia asimismo a la hora de establecer un régimen 
particular para la realización de bienes que, por su naturaleza, han de ser enajenados en 
un mercado peculiar, como ocurre con los valores mobiliarios o los metales preciosos 
(§§ 821-823 ZPO, y de forma muy semejante sistemas como el finlandés y el noruego). 
Por lo demás, frente a la flexibilidad con que se mueven las autoridades ejecutivas en el 
Common Law o en el modelo escandinavo, los sistemas romano-germánicos suelen 
regular minuciosamente el procedimiento de la subasta pública: exhibición de los bienes, 
plazos preceptivos desde el embargo, señalamiento de lugar y fecha, número y 
desarrollo de las posturas y su cuantía mínima, condiciones y fianzas para las pujas, 
cierre de la subasta, etc9. 
En la actualidad, y según el Portal Europeo de Justicia, la lista de los países de la UE en 
los que ya existen subastas judiciales en línea es: 
1. Alemania (en cooperación con Austria). 







                                                          
9 SANCHEZ LORENZO, SIXTO. Los Procedimientos Civiles de Ejecución en el Derecho Comparado. 
Revista de la Corte Española de Arbitraje, vol. XIX, 2004, pp. 291-310. 
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9. Letonia (únicamente para los procedimientos de ejecución relativos a bienes 
inmuebles). 




4.  LA SUBASTA JUDICIAL EN LA LEY DE ENJUICIAMIENTO 
CIVIL DE 1881. 
En la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, las Subastas Judiciales estaban reguladas en 
los artículos 2048 a 2055. En ellos se dispone que el que solicitaba la celebración de la 
subasta, debía acreditar, exhibiendo los documentos adecuados que: 
- Tenía capacidad legal para el contrato que se proponía celebrar. 
- Y que podía disponer de la cosa u objeto en la forma que intenta por medio de la 
subasta. 
Además, con el escrito presentaba la parte actora el pliego de condiciones con las cuales 
había de celebrarse. 
Acreditados los documentos pertinentes, el Juez accedía entonces al anuncio de la 
subasta, en la forma y bajo las condiciones que propusiere el que la hubiese solicitado; 
señalando día y hora para su celebración; mandando que se fijaran edictos en los sitios 
de costumbre y en el pueblo en el que radicaban las fincas o hubiese de ejecutarse el 
contrato, y que se publicasen en los periódicos que hubiese designado el peticionario. 
En los edictos se expresaba que el pliego de condiciones y los títulos de propiedad 
quedaban de manifiesto en la Escribanía para instrucción de los que quisieran 
interesarse en la subasta. 
Si se presentaba alguna proposición admisible, por ser conforme a las condiciones 
fijadas en el pliego, el Juez tenía que admitirla, como también las que después se 
hicieren mejorando la postura. Terminado el acto, adjudicaba el remate al único o mejor 
postor, a no ser que el que solicitara la subasta se hubiese reservado expresamente el 
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derecho de aprobarla, en cuyo caso se le daba vista del expediente para que en el 
término de tercero día pidiese lo que le interesaba. 
Igual comunicación se le daba en el caso de que por algún licitador se hiciera la oferta 
de aceptar el remate modificando alguna de las condiciones. 
Aceptando el que promovió el expediente la proposición, se dictaba auto teniendo por 
celebrado el remate a favor del autor de la proposición, y se mandaba llevarla a efecto. 
En el caso de no admitirla, se manifestaría si se aprobaba el remate o quería que se 
celebrara nueva subasta bajo las mismas condiciones, o las que tuviera por conveniente 
fijar, o si se desistía de su propósito. 
Cuando se hubiese de celebrar nueva subasta se prevenía en los anuncios que eran 
forzosamente admisibles las posturas que se hicieran, siempre que cubrieran el tipo 
mínimo que hubiese fijado el que la hubiese promovido. 
Si en este segundo remate no había postor, el interesado quedaba en libertad para hacer 
lo que creyera más conveniente, sin que pudiera accederse a tercera subasta hasta que 
transcurriera un año, después del cual podía pedir que se instruyera un nuevo expediente 
con el mismo objeto. 
Aparte de esto, todas las cuestiones que se suscitaran con ocasión de la subasta se 
sustanciarán por los trámites que la LEC establecía para los incidentes. 
En el año 1992, por la Ley 10/1992, de 30 de Abril, que modifica determinados 
artículos de la  LEC de 1881, se establece que en  la vía de apremio, además de eliminar 
la posibilidad de cesión del remate para quien no sea ejecutante, se encomienda la 
celebración de la subasta al Secretario Judicial, y se acuerda que el documento público 
judicial es documento inscribible, al tiempo que se adaptan los correspondientes 
preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Civil a lo dispuesto en la legislación hipotecaria 
Al acto de la subasta se daba principio leyendo la relación de bienes y las condiciones 
de la subasta. Se publicaban las posturas que se admitían y las mejoras que se fueren 
haciendo, y se terminaba el acto cuando, por no haber quien mejorase la última postura, 
el Secretario lo estimara conveniente.  
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Seguidamente, se anunciaba al público el precio del remate y el nombre del mejor 
postor, cuya conformidad y aceptación se consignaba en el acta que firmaba el 
Secretario y las partes, si concurrían.  
Resumiendo, en la LEC de 1881, y ciñéndonos a la publicidad que se le daba a la 
subasta judicial, justipreciados los bienes, se mandaba sacarlos a pública subasta por 
término de ocho días si el valor del justiprecio no excedía de 200.000 pesetas, y de 
veinte días en los demás casos, fijándose edictos en los sitios públicos de costumbre con 
expresión del día, hora y sitio en que haya de efectuarse el remate. 
Los edictos se insertaban en el Boletín Oficial de la provincia o en uno de los periódicos 
de mayor circulación de la provincia donde se siguiese el juicio, si el valor del 
justiprecio excedía de 200.000 pesetas sin rebasar los cinco millones de pesetas; y 
además en el Boletín Oficial del Estado o en uno de los periódicos de mayor difusión 
nacional si rebasaba esta última cantidad. 
A solicitud del ejecutante, y en prevención de que no hubiere postor en la primera 
subasta, podía al mismo tiempo señalarse tipo, día, hora y sitio para el remate de la 
segunda por otro término de ocho o veinte días, respectivamente, lo que se hará público 
en los expresados edictos. De igual forma podía solicitarse el señalamiento de la tercera 
subasta, sin sujeción a tipo y con iguales especificaciones de día, hora y sitio para su 
celebración, para el supuesto de que no hubiere postores en la segunda. 
No habiendo postor, quedaba al arbitrio del ejecutante pedir que se le adjudicaran los 
bienes por las dos terceras partes de su avalúo, o que se sacaran de nuevo a pública 
subasta, con rebaja del 25 por 100 de la tasación. 
Si en ella tampoco habían licitadores, el actor podía pedir o la adjudicación de los 
bienes por las dos terceras partes del precio que hubiera servido de tipo para esta 
segunda subasta, o que se le entreguen en administración para aplicar sus productos al 
pago de los intereses y extinción del capital. En este caso, cesaba la Administración 
judicial que se hubiere constituido. 
No conviniendo al ejecutante ninguno de los dos medios anteriores,  podía pedir que se 
celebrara una tercera subasta sin sujeción a tipo. 
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En este caso, si había un postor que ofreciera las dos terceras partes del precio que 
sirvió de tipo para la segunda subasta y que aceptara las condiciones de la misma se 
aprobaría el remate. 
Si no llegaba a las dos terceras partes, con suspensión de la aprobación del remate, se 
haría saber el precio ofrecido al deudor, el cual, dentro de los nueve días siguientes, 
podría pagar al acreedor liberando los bienes, o presentar persona que mejore la postura, 
haciendo el depósito correspondiente; o pagar la cantidad ofrecida por el postor para 
que se deje sin efecto la aprobación del remate, obligándose al propio tiempo a pagar el 
resto del principal y las costas en los plazos y condiciones que ofrezca y que, oído el 
ejecutante, podía aprobar el Juez. El incumplimiento de las obligaciones asumidas por el 
deudor daría lugar a una nueva subasta en las mismas condiciones que la tercera, sin que 
en ella pueda utilizar el deudor esta última facultad. 
Transcurridos nueve días sin que el deudor hubiese ejercitado alguno de los derechos a 
que se refiere el apartado anterior, se aprobaba el remate. 
Como vemos, la única publicidad que se le daba al hecho de que se fuese a subastar 
judicialmente una finca era la publicación de edictos en el tablón de anuncios del 
Juzgado ejecutor y del BOP correspondiente o, en su caso, BOE, además de la 
notificación de la misma en la finca objeto de la subasta. 
De todos es sabido que sólo los profesionales leen tanto el BOP como el BOE (y mucho 
menos visitan la sede de un Juzgado para ver su Tablón de Anuncios), por lo que el 
ámbito de los postores que podían concurrir al acto de la subasta quedaba bastante 
delimitado por falta de publicidad de la misma. Estos hechos hacen que surja la figura 
de los llamados “subasteros”. 
Pero, para la publicidad, y los problemas que de ella se deriven, que pueden darse con 
las mencionadas subastas electrónicas todavía habría que esperar, ya que, siguiendo el 





5. LA SUBASTA JUDICIAL EN LA LEY DE ENJUICIAMIENTO 
CIVIL DEL 1 DE ENERO DEL 2.000. 
Con la publicación de la LEC del año 2000, el procedimiento por el que se lleva a cabo 
la subasta judicial sufre una nueva reforma. En ella, La Ley 1/2000 establece una única 
subasta (acabando con la anterior regulación del señalamiento de tres días para subastar 
un bien), con disposiciones encaminadas a lograr, dentro de lo posible según las reglas 
del mercado, un resultado más satisfactorio para el deudor. 
La convocatoria de la subasta, especialmente cuando de inmuebles se trate, se regula de 
manera que resulte más indicativa del valor del bien. Se presta especial atención a la 
enajenación en subasta de bienes inmuebles tanto en los aspectos registrales como en la 
protección de terceros. En relación con la subsistencia y cancelación de cargas, se opta 
por mantener el sistema de subsistencia de las cargas anteriores al gravamen que se 
ejecuta y cancelación de las cargas posteriores, sistema que se complementa deduciendo 
del avalúo el importe de las cargas subsistentes para determinar el valor por el que los 
inmuebles han de salir a subasta10. Esta solución presenta la ventaja de que asegura que 
las cantidades que se ofrezcan en la subasta, por pequeñas que sean, van a redundar 
siempre en beneficio de la ejecución pendiente, lo que no se conseguiría siempre con la 
tradicional liquidación de cargas. 
Otra importante novedad en lo que a materia de enajenación forzosa de inmuebles se 
refiere, es el régimen de audiencia y eventual desalojo de los ocupantes de los 
inmuebles enajenados en un proceso de ejecución. Nada preveía al respecto la LEC de 
1881, que obligaba a los postores, bien a realizar costosas averiguaciones por su cuenta, 
bien a formular sus ofertas en condiciones de absoluta incertidumbre sobre si 
encontrarían ocupantes o no; sobre si los eventuales ocupantes tendrían derecho o no a 
mantener su situación y, en fin, sobre si, aun no teniendo los ocupantes derecho a 
conservar la posesión de la finca, sería necesario o no acudir a un quizá largo y costoso 
proceso declarativo para lograr el desalojo. Todo esto, como es natural, no contribuía 
precisamente a hacer ni atractivo ni económicamente eficiente el mercado de las 
subastas judiciales. 
                                                          
10  Según el art. 666 LEC: "Los bienes inmuebles saldrán a subasta por el valor que resulte de deducir de 
su avalúo, realizado de acuerdo con lo previsto en los artículos 637 y siguientes de esta Ley, el importe 
de todas las cargas y derechos anteriores al gravamen por el que se hubiera despachado ejecución cuya 
preferencia resulte de la certificación registral de dominio y cargas". 
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En este sentido, la LEC del 2000 dispone que se comunique la existencia de la 
ejecución a los ocupantes de que se tenga noticia a través de la manifestación de bienes 
del ejecutado o de cualquier otro modo, concediéndoles un plazo de diez días para 
presentar al tribunal de la ejecución los títulos que justifiquen su situación. Además, se 
ordena que en el anuncio de la subasta se exprese, con el posible detalle, la situación 
posesoria del inmueble, para que los eventuales postores puedan evaluar las dificultades 
que encontraría un eventual desalojo. 
Finalmente, se regula un breve incidente, dentro de la ejecución, que permite desalojar 
inmediatamente a quienes puedan ser considerados ocupantes de mero hecho o sin título 
suficiente. De esta forma, la Ley da una respuesta prudente y equilibrada al problema 
que plantean los ocupantes. 
Sin embargo, las subastas presenciales adolecen de muchas limitaciones, 
fundamentalmente de publicidad, que sigue siendo limitada al BOE y al tablón de 
anuncios del juzgado ejecutante, cosa que implica un menor número de licitadores, y de 
rigidez en el procedimiento. 
6. LA SUBASTA JUDICIAL ELECTRÓNICA INTRODUCIDA POR 
LA LEY 19/15. 
El 13 de Julio del año 2015 todo lo anterior cambia a raíz de la publicación de la Ley de 
medidas de reforma administrativa en el ámbito de la Administración de Justicia y el 
Registro Civil , donde las subastas judiciales sufren una profunda e intricada revisión 
que las va a actualizar al siglo XXI, teniendo por objetivo primordial la publicidad del 
procedimiento lo que redunda en la obtención de un mayor rendimiento de la venta de 
bienes, cosa que beneficia a todas las partes implicadas. 
La Subasta Judicial Electrónica tiene su antecedente en el programa piloto de subastas 
electrónicas de la región de Murcia, que celebraba subastas judiciales electrónicas a 
través del Servicio de Ejecución de Subastas Judiciales. La diferencia fundamental entre 
el nuevo sistema y el instaurado en la región de Murcia radica en la eliminación de la 
presencia de postores en la Oficina Judicial en el primero, siendo únicamente posible 
con la nueva regulación la puja telemática, mientras que, en el sistema instaurado en 
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Murcia, se podían realizar las pujas para participar en la subasta tanto electrónicamente 
como presencialmente ante el oportuno órgano judicial. 
Ya en el año 2013 el Gobierno aprobó la creación en la Agencia Estatal del Boletín 
Oficial del Estado de un Portal Electrónico de Subastas11, con vocación de actuar como 
único portal oficial manejando una única base de datos: el usuario sólo tendría que darse 
de alta en él para poder participar en todo tipo de subastas. 
Con su implantación se pretendía paliar las deficiencias de las subastas presenciales, 
ampliando la publicidad de los procedimientos, facilitando extensa información 
actualizada, tanto de la subasta como del bien, y permitiendo pujar casi en cualquier 
momento y desde cualquier lugar. 
La seguridad jurídica se intenta obtener por la plena identificación electrónica de los 
intervinientes, la trazabilidad de sus actos y el sellado de tiempo de las transacciones12. 
Se autoriza expresamente la utilización de sistemas de firma con claves previamente 
concertadas, para el acceso y utilización del Portal de Subastas. 
Además, existirá un responsable técnico, que es la Agencia Estatal del Boletín Oficial 
del Estado, y un responsable jurídico de todo el procedimiento, el Letrado de la 
Administración de Justicia. A éste debe suministrársele la información necesaria para 
que pueda supervisar que el procedimiento se ha desarrollado correctamente. A él 
corresponde el inicio de la subasta, ordenar su publicación con remisión de los datos 
necesarios, así como su suspensión o reanudación, manteniendo un control continuado 
durante su desarrollo hasta su término, a través de una relación electrónica privilegiada 
con el Portal de Subastas el cual, terminada la subasta, le remitirá información 
certificada en la que indicará ordenadamente las pujas, encabezadas por la que hubiera 
resultado vencedora. 
El Legislador quiso que las ventajas de la subasta electrónica se extendieran a todo tipo 
de subastas, por lo que la reforma introducida por la Ley de medidas de reforma 
administrativa en el ámbito de la Administración de Justicia y el Registro Civil, de 13 
de Julio de 2015 incide en la totalidad del procedimiento de subasta, tanto para bienes 
                                                          
11 Consejo de Ministros del día 4 de Octubre de 2013. 
12 Art. 646 y ss. LEC, redactados conforme a la reforma operada por la Ley 19/15. 
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muebles como para inmuebles, hipotecados o no, adaptando el mismo al sistema 
electrónico. 
Así ésta Ley modifica, en cuanto a las subastas de bienes inmuebles y  bienes muebles 
sujetos a un régimen de publicidad registral similar al de aquéllos: 
1) El art. 656, sobre la certificación de cargas ya que: 
- ésta se expedirá en formato electrónico y dispondrá de información con contenido 
estructurado.  
- El registrador notificará, inmediatamente y de forma telemática, al Secretario judicial 
(hoy LAJ)  y al Portal de Subastas el hecho de haberse presentado otro u otros títulos 
que afecten o modifiquen la información inicial a los efectos del artículo 667. El Portal 
de Subastas recogerá la información proporcionada por el Registro de modo inmediato 
para su traslado a los que consulten su contenido. 
- El Procurador de la parte ejecutante, debidamente facultado por el Secretario judicial y 
una vez anotado el embargo, podrá solicitar la certificación de cargas del bien inscrito, 
cuya expedición será igualmente objeto de nota marginal 
2) El art. 660, sobre la forma de practicarse las comunicaciones a los titulares de los 
créditos anteriores que sean preferentes al que sirvió para el despacho de la ejecución y 
al ejecutado (que realizará el Letrado de la Administración de Justicia), así como a los 
titulares de derechos que aparezcan en asientos posteriores al del derecho del ejecutante, 
siempre que su domicilio conste en el Registro (que realizará el Registrador de la 
Propiedad). Así:  
 - Dichas comunicaciones se practicarán en el domicilio que conste en el Registro, 
por correo con acuse de recibo o por otro medio fehaciente. 
 - Cualquier titular registral de un derecho real, carga o gravamen que recaiga 
sobre un bien podrá hacer constar en el Registro: 
 - Un domicilio en territorio nacional en el que desee ser notificado en caso de 
ejecución. Esta circunstancia se hará constar por nota al margen de la inscripción del 
derecho real, carga o gravamen del que sea titular.  
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 - Una dirección electrónica a efectos de notificaciones. Habiéndose señalado una 
dirección electrónica se entenderá que se consiente este procedimiento para recibir 
notificaciones, sin perjuicio de que estas puedan realizarse en forma acumulativa y no 
alternativa a las personales. En este caso, el cómputo de los plazos se realizará a partir 
del día siguiente de la primera de las notificaciones positivas que se hubiese realizado 
conforme a las normas procesales o a la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso 
de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia.  
 - Se podrá realizar un cambio de domicilio o dirección electrónica, que se 
comunicará al Registro de la Propiedad.  
 - La certificación de cargas, ya sea remitida directamente por el Registrador o 
aportada por el Procurador del ejecutante, deberá expresar la realización de dichas 
comunicaciones. 
 - En el caso de que el domicilio no constare en el Registro o que la 
comunicación fuese devuelta por cualquier motivo, el Registrador practicará nueva 
comunicación mediante edicto, que se insertará en el "Boletín Oficial del Estado". 
3) El art. 661, en el sentido de que la declaración realizada por el Tribunal sobre el 
derecho o no de los ocupantes del inmueble a permanecer en el mismo, una vez que éste 
se haya enajenado en la ejecución se harán constar en la publicidad de la subasta. 
4) El Artículo 667, sobre la convocatoria de la subasta, en el sentido de que ésta se 
anunciará y será objeto de publicidad conforme lo previsto en el artículo 645, que 
dictamina que una vez firme el decreto por el que se convoca la subasta, dicha 
convocatoria se anunciará en el "Boletín Oficial del Estado", sirviendo el anuncio de 
notificación al ejecutado no personado. El Secretario judicial ante el que se siga el 
procedimiento de ejecución ordenará la publicación del anuncio de la convocatoria de la 
subasta remitiéndose el mismo de forma telemática, al "Boletín Oficial del Estado". 
Igualmente, y solo a efectos informativos, se publicará el anuncio de la subasta en el 
Portal de la Administración de Justicia. 
Además, a instancia del ejecutante o del ejecutado y si el Secretario judicial responsable 
de la ejecución lo juzga conveniente, se dará a la subasta la publicidad que resulte 
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razonable, utilizando los medios públicos y privados que sean más adecuados a la 
naturaleza y valor de los bienes que se pretende realizar. 
Añade también dicho artículo que cada parte estará obligada al pago de los gastos 
derivados de las medidas que, para la publicidad de la subasta, hubieran solicitado, sin 
perjuicio de incluir en la tasación de costas los gastos que, por la publicación en el 
"Boletín Oficial del Estado", se hubieran generado al ejecutante. 
- El Portal de Subastas se comunicará, a través de los sistemas del Colegio de 
Registradores, con el Registro correspondiente a fin de que este confeccione y expida 
una información registral electrónica referida a la finca o fincas subastadas que se 
mantendrá permanentemente actualizada hasta el término de la subasta, y será servida a 
través del Portal de Subastas. De la misma manera, si la finca estuviera identificada en 
bases gráficas, se dispondrá la información de las mismas. En el caso de que dicha 
información no pudiera ser emitida por cualquier causa transcurridas cuarenta y ocho 
horas desde la publicación del anuncio, se expresará así y se comenzará la subasta, sin 
perjuicio de su posterior incorporación al Portal de Subastas antes de la finalización de 
la subasta. 
5) El art. 668, en cuanto al contenido del anuncio y publicidad de la subasta. En él se 
establece que el contenido del anuncio de la subasta y su publicidad se realizará con 
arreglo a lo previsto en el artículo 646. Éste último implanta que el anuncio de la 
subasta en el "Boletín Oficial Estado" contendrá exclusivamente la fecha del mismo, la 
Oficina judicial ante la que se sigue el procedimiento de ejecución, su número de 
identificación y clase, así como la dirección electrónica que corresponda a la subasta en 
el Portal de Subastas.  
El contenido de la publicidad que se realice por otros medios se acomodará a la 
naturaleza del medio que, en cada caso, se utilice, procurando la mayor economía de 
costes, y podrá limitarse a los datos precisos para identificar los bienes o lotes de bienes, 
el valor de tasación de los mismos, su situación posesoria, así como la dirección 
electrónica que corresponda a la subasta dentro del Portal de Subastas. 
En el Portal de Subastas se incorporará, de manera separada para cada una de ellas, el 
edicto que expresará, además de los datos indicados en el artículo 646 para los bienes 
22 
 
muebles y cuando se trate de bienes inmuebles o sujetos a inscripción registral la 
identificación de la finca o fincas objeto de la subasta, sus datos registrales y la 
referencia catastral si la tuvieran, así como cuantos datos y circunstancias sean 
relevantes para la subasta y, necesariamente, el avalúo o valoración que sirve de tipo 
para la misma, la minoración de cargas preferentes, si las hubiera, y su situación 
posesoria, si consta en el procedimiento de ejecución. También se indicará, si procede, 
la posibilidad de visitar el inmueble objeto de subasta prevista en el apartado 3 del 
artículo 669. Estos datos deberán remitirse al Portal de Subastas de forma que puedan 
ser tratados electrónicamente por este para facilitar y ordenar la información. 
En el edicto y en el Portal de Subastas se hará constar igualmente que se entenderá que 
todo licitador acepta como bastante la titulación existente en el procedimiento de 
ejecución o asume su inexistencia, así como las consecuencias de que sus pujas no 
superen los porcentajes del tipo de la subasta establecidos en el artículo 670. Además se 
señalará que las cargas, gravámenes y asientos anteriores al crédito del actor 
continuarán subsistentes y que, por el solo hecho de participar en la subasta, el licitador 
los admite y acepta quedar subrogado en la responsabilidad derivada de aquéllos si el 
remate se adjudicare a su favor. 
La certificación registral, en su caso, podrá consultarse a través del Portal de Subastas. 
De toda finca objeto de licitación se facilitará desde el Registro correspondiente, a 
través del Portal de Subastas, la certificación que se hubiera expedido para dar 
comienzo al procedimiento, así como la información registral actualizada a que se 
refiere el artículo 667, la referencia catastral si estuviera incorporada a la finca e 
información gráfica, urbanística o medioambiental asociada a la finca en los términos 
legalmente previstos, si ello fuera posible. 
● En conclusión, la reforma operada en la LEC por la Ley 19/15, de 13 de Julio, y, en lo 
referente a la publicidad de la subasta, modifica esencialmente:  
1) Que la publicidad se realizará sucesivamente: 
– Mediante su anuncio en el «Boletín Oficial del Estado», que sirve también de 
notificación al ejecutado no personado (art. 645). 
– Anuncio en el Portal de la Administración de Justicia (a meros efectos informativos) y 
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– posteriormente, anuncio en el Portal de Subastas. 
2) Se podrá obtener la publicidad registral de los bienes y de los datos complementarios, 
como planos, fotografías, licencias u otros elementos que, a juicio del deudor, del 
acreedor o del Letrado de la Administración de Justicia, puedan contribuir a la venta del 
bien. 
3) Las comunicaciones y notificaciones serán electrónicas entre el Portal de Subastas y 
los diversos intervinientes en el proceso, aunque se establecen las garantías necesarias 
para el caso que el ciudadano carezca de los medios técnicos necesarios. 
● Otros aspectos destacados de la reforma, en cuanto a la publicidad de la subasta se 
refiere, son: 
1) Registro público concursal. Se aprovecha para interrelacionar más intensamente al 
Letrado de la Administración de Justicia con el Registro Público Concursal (art. 551) 
2) Consignación. La consignación para poder actuar en subasta también se realizará por 
medios electrónicos. 
3) Licitación prolongada. Se podrá licitar durante veinte días naturales desde la 
apertura. 
4) Especialidades de la certificación (arts. 656 y 688): 
               – Será certificación con información continuada. 
               – En formato electrónico. 
               – Con contenido estructurado. 
               – El registrador notificará, inmediatamente y de forma telemática, al Letrado 
de la Administración de Justicia y al Portal de Subastas el hecho de haberse presentado 
otro u otros títulos que afecten o modifiquen la información inicial a los efectos del 
artículo 667. 
               – Para las ejecuciones hipotecarias, la certificación será literal (art. 688). 
               – El Procurador, facultado para tal hecho, podrá pedir la certificación también 
en ejecuciones hipotecarias. 
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               – Las comunicaciones que se realicen, de ser infructuosas, supletoriamente las 
hará a través del BOE (art. 660). 
5) Información para el Portal de Subastas. El Portal de Subastas solicitará al Registro 
información registral electrónica referida a la finca o fincas subastadas que se 
mantendrá permanentemente actualizada hasta el término de la subasta, y será servida a 
través del Portal de Subastas. Si la finca estuviera identificada en bases gráficas, se 
dispondrá la información de las mismas, así como la información urbanística o 
medioambiental asociada (Art. 667). 
6) Domicilio físico y correo electrónico. Cualquier titular registral de un derecho real, 
carga o gravamen que recaiga sobre un bien podrá hacer constar en el Registro un 
domicilio en territorio nacional en el que desee ser notificado en caso de ejecución o 
también una dirección electrónica (art. 660). 
7) Título. El título para la inscripción y cancelación se desglosa entre los arts. 673 y 
674. Se prevé su envío electrónico al Registro, a instancia de parte. 
8) Liberación. El deudor podrá liberar la finca durante todo el desarrollo de la subasta 
(antes sólo hasta la apertura). Art. 693.3. 
7. PROBLEMAS DE LA SUBASTA JUDICIAL ELECTRÓNICA. 
Como indica J.A. AUNIÓN 13 , el ambiente y los procedimientos de las subastas 
judiciales, absolutamente hostiles para particulares primerizos en estas lides, las han 
convertido siempre en un terreno acotado para unos pocos: los licitadores profesionales, 
como prefieren ellos, o subasteros, como se les conoce popularmente, que se dedican a 
comprar bienes hipotecados (normalmente pisos) para venderlos un poco más caros o a 
ayudar a otros a adquirirlos a cambio de un sueldo. 
La aplicación telemática pretende solventar la falta de publicidad y transparencia del 
modelo anterior, pero, a pesar de la ventajas proyectadas en esta medida, la realidad ha 
demostrado que en las pretendidas ventajas del nuevo sistema de subasta electrónica han 
aparecido problemas en su práctica que no han sido resueltos por la Ley 19/2015 de 13 
                                                          
13 AUNIÓN, JUAN ANTONIO. Artículo “Subasteros 2.0”, publicado en el Diario El País de fecha 1 de 
Noviembre de 2015. 
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de julio, como por ejemplo  la duración y horario de cierre de la subasta,  el pago de una 
tasa judicial por la obligatoriedad de su publicación en el BOE, y la falta de 
comunicación a los acreedores del inicio de la subasta.  
Concretaremos estos problemas en : 
7.1. Publicidad de la subasta. 
En primer lugar, el órgano judicial será el encargado de dictar el Decreto con las 
condiciones de la subasta y el correspondiente Edicto de publicación de la misma, 
dando traslado del mismo al Servicio de Subastas Judiciales. Dicho Servicio de 
Subastas Judiciales, una vez recibida la documentación del Juzgado procederá a la 
formación del expediente de subasta, quedando éste a disposición en dicho servicio para 
información de los interesados. Asimismo dará de alta la subasta en el Portal de 
Subastas de la Agencia Estatal del Boletín Oficial del Estado (https://subastas.boe.es/). 
Se dará entonces traslado al ejecutante del correspondiente formulario de abono de la 
tasa para que proceda al pago de la misma. 
Es decir, que con el inicio de la subasta no hay una comunicación automática para que, 
tanto el órgano judicial como los acreedores, ni mucho menos el deudor, tengan 
conocimiento del comienzo de la misma. Vemos como ello indudablemente afecta al 
grado de participación y a las posibilidades de conseguir un mayor número de pujas 
posible. 
Según el art. 645 de la LEC, una vez el Decreto de convocatoria es firme, el juzgado 
dará de alta la subasta en el BOE para proceder a su publicación. 
 
El procedimiento es aparentemente sencillo: el juzgado remite la información al BOE y  
entrega un enlace al procurador ejecutante para que pague la tasa de publicación. Una  
vez pagada la tasa, el anuncio de subasta se publicará en el BOE (sección IV),  
iniciándose así la subasta a través del Portal de subastas.  
 




1) La referencia en el Art. 645 LEC a la firmeza  del Decreto de convocatoria, que 
implica la necesidad de notificar al ejecutado la convocatoria de la subasta como paso 
previo a su inicio. 
 
2) La inexistencia de un procedimiento para la entrega del enlace para pagar la tasa y 
del tiempo en que debe realizarse dicho pago o, lo que es lo mismo, el desconocimiento 
por parte tanto del órgano judicial, del deudor (al que no olvidemos se va a subastar su 
bien), como de cualquier persona que quiera pujar en ese bien en concreto. 
 
El pago de la publicación se gestiona mediante la cumplimentación del modelo 791-
unos 63€- a través de la web del BOE. El pago de la tasa se podrá realizar 
presencialmente en las oficinas de las entidades financieras colaboradoras con la AEAT 
o bien de forma telemática. Una vez pagada la tasa, el anuncio se publicará en el BOE. 
Pero, ¿Cuándo se tiene que realizar éste pago? Y, una vez efectuado el mismo, ¿Cuándo 
procede el BOE a la publicación?. Es inexistente por parte del Juzgado el control de 
dichos actos. 
 
Además, bastará con la publicación en el BOE para que la convocatoria de subasta se 
considere notificada al ejecutado no personado (Art. 645 LEC) pero lo cierto es que el 
contenido del anuncio del BOE no ofrece ninguna información sobre el procedimiento 
judicial, ni incluye el nombre del ejecutado, de manera que nadie podrá alertarle (no 
cumple ningún efecto verdaderamente edictal). Sólo aparece el juzgado, un número de 
identificación y un link. 
 
Dos son los problemas que, según el profesor BERNABEU PÉREZ, I.C. ha reseñado en 
este aspecto. El primero, el relativo a la notificación al ejecutado no personado en el 
procedimiento de la subasta electrónica14, y el segundo respecto a cómo se rompe el 
                                                          
14 BERNABEU, I,C, La Notificación al Ejecutado no Personado de la Subasta Electrónica. Necesidad de 
una Reforma.  Práctica de tribunales: revista de derecho procesal civil y mercantil (Abril 2017). 
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principio de igualdad en la notificación al ejecutado personado en autos de la subasta 
electrónica. 15  
 
Tal como pone de manifiesto el citado profesor, existe el problema en la implantación 
de la subasta electrónica de si se debe notificar al ejecutado no personado en el 
procedimiento la convocatoria de la subasta que, evidentemente, está afectando a una 
parte importante del patrimonio del deudor, llegando éste a la conclusión de que “ ha de 
interpretarse que se ha de intentar notificar el decreto de convocatoria de la subasta al 
demandado no personado con carácter previo al anuncio de la subasta y que cuando sea 
firme se anunciará la misma en el BOE”. Y ello teniendo en cuenta que, con 
anterioridad a la reforma de la LEC obrada por la Ley 19/2015 de 13 de julio el art. 667 
obligaba a que el señalamiento del lugar, día y hora para la subasta se notificará al 
ejecutado, en el domicilio que constara en el título ejecutivo. En conclusión, con la 
introducción de la subasta electrónica, el ejecutado no personado ha perdido la 
posibilidad de enterarse de cuando un bien suyo va a ser efectivamente subastado, lo 
cual es de gran relevancia. 
 
Pero es que no sólo el ejecutado no personado ha perdido la citada posibilidad, sino 
también el ejecutado personado en el procedimiento. Y, ello es así porque a éste se le 
notificará, como es indudable, el Decreto en el que se convoca la subasta, pero no sabrá 
el día en que efectivamente da inicio la subasta del bien, que queda totalmente en manos 
de la parte actora que es la encargada de abonar la tasa al BOE y por tanto tiene en su 
poder el decidir cuándo da comienzo la subasta. Ello, según el profesor Bernabeu, 
“rompe el principio de igualdad entres las partes, carece de sentido que el inicio de la 
subasta, esto es, el día en que la misma comienza, sea un secreto para el juzgado y para 
el ejecutado, y éste exclusivamente en manos del ejecutado tanto el determinar el día de 
comienzo de la subasta (esto es, comenzará cuando pague la tasa) como el hecho de 
ponerlo en conocimiento del juzgado y de la parte ejecutada”. 
 
                                                          
15BERNABEU, I,C. La Notificación al Ejecutado Personado de la Subasta Electrónica. La Ruptura del 





Ante este vacío legal, diversas son las soluciones que se han ido adoptando por parte de 
los Juzgados. Así, los Juzgados de Primera Instancia de Cáceres han optado por darle un 
plazo (normalmente de cinco días) al ejecutante para que aporte el justificante del pago 
de la tasa y es entonces cuando declara firme el Decreto convocando la misma. Algún 
Juzgado de Primera Instancia de Alicante requiere al Procurador actor para que le 
manifieste que día ha abonado dicha tasa, lo que en realidad rara vez efectúa al no estar 
obligado legalmente y no existir por lo tanto un apercibimiento para el caso de no 
verificarlo. 
 
Ante todo ello, el ejecutado, esté o no personado en el procedimiento, ha perdido la 
posibilidad de conocer cuándo efectivamente se va a subastar un bien de su propiedad, 
con el perjuicio que ello puede suponer. 
7.2.  Requisitos previos a cumplir por los postores. 
El Real Decreto 1011/2015, de 6 de noviembre, por el que se regula el procedimiento 
para formalizar el sistema de consignaciones en sede electrónica de las cantidades 
necesarias para tomar parte en las subastas judiciales y notariales, fijó que el depósito 
que exige la LEC para tomar parte en la subasta se realizará de manera electrónica, a 
través del Portal de subastas (que usa la pasarela de pagos de la AEAT) y consistirá en 
el bloqueo de la cantidad en la cuenta del postor. 
 
Ello que, a priori, parece ser más efectivo que el que se consignase dicha cantidad en la 
cuenta de consignaciones del Juzgado que convocaba la venta en pública subasta, lleva 
a la posibilidad de que un potencial postor no se atreva a pujar por el bien en cuestión al 
desconocer la utilización de los medios informáticos que se han puesto al alcance de los 
ciudadanos para dicho fin. No hay que olvidar que, aunque cada vez es más corriente la 
utilización de Internet para cualquier trámite, existen muchas personas, sobre todo las de 
una edad avanzada, que no se atreven a utilizar dicho instrumento o desconocen 
simplemente cómo funciona. 
 
A éste respecto, según se puede ver en distintos foros, hay opiniones que mantienen que 
lo ideal para la celebración de la subasta electrónica y, por ende para darle mayor 
publicidad y más posibilidad de que a la misma concurran el mayor número de postores, 
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con lo que ello conlleva, es que, tal y como se venía haciendo en la ciudad de Murcia, se 
hubiese instalado un sistema mixto de puja, es decir, que el depósito para participar se 
pudiese realizar bien mediante el bloqueo de la pertinente cantidad en la cuenta del 
postor o bien mediante el ingreso de la misma en la cuenta de consignaciones del 
Juzgado y las pujas se pudiesen realizar, durante los veinte días que dura la subasta, 
bien electrónicamente o bien en sobre cerrado ante el correspondiente Letrado de la 
Administración de Justicia. 
 
7.3. Tramitación y fin de la subasta. 
La subasta será tramitada en el Portal de Subastas del BOE, asignándose a cada subasta 
un número de identificación único. El inicio será automático, transcurridas 24 horas 
desde la publicación. Su duración será de 20 días naturales, finalizando una vez 
transcurra al menos una hora desde la última puja y el portal de subastas contendrá en 
todo momento información de las pujas. 
Todas la novedades del nuevo sistema de subasta judicial hacen que cada uno de los 
pasos a seguir durante la tramitación de la misma sean telemáticos, de tal forma que 
sólo se podrán efectuar pujas electrónicas, a través de sistemas seguros y será devuelto 
un acuse técnico, que especificará el momento exacto y el importe de la puja, siendo 
entonces cuando ésta se publicará electrónicamente. 
Aún siendo un sistema más seguro y ventajoso, cabe advertir una laguna en su fase 
inicial, que impide una mayor transparencia y es que las subastas concluyen a las 18:00 
horas del día 20 desde su publicación en el portal, lo que constituye una confrontación 
total al derecho a la conciliación familiar y laboral de los profesionales jurídicos y 
licitadores, los cuales deben velar por el interés de sus clientes las 24 horas del día. 
Además, el cómputo se lleva a cabo con días y horas naturales, lo que no tiene ningún 
sentido cuando en todos los procesos de la jurisdicción civil las actuaciones deben 
realizarse en horas y días hábiles (art. 130.1 LEC). 
Así, podría darse el caso, y en la práctica se da, de que una subasta finalice, por 
ejemplo, un día de Navidad. Sin olvidar que la subasta estará viva durante momentos 
inhábiles a efectos procesales (por ejemplo agosto) y en los que las partes no tendrán 
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acceso al juzgado para, en un momento dado, solicitar la suspensión del procedimiento 
por estar en vías de acuerdo.  
 
La subasta no se cerrará hasta transcurrida una hora desde la realización de la última 
postura (siempre que sea superior a la mejor realizada hasta ese momento). La duración 
podrá prorrogarse por ese motivo hasta un máximo de 24 horas.  
 
Según IGNACIO DE ANZIZU PIGEM 16  “la hora de terminación y la posibilidad de 
prórroga es una gran apuesta por la desracionalización de horarios y contra la 
conciliación laboral. No existe hasta el momento ningún automatismo que permita 
controlar ex ante nuestros intereses en la subasta y tendremos que estar delante del 
monitor tal vez incluso 24 horas seguidas”. Lo cual afecta, indudablemente a la 
posibilidad de pujar por parte de potenciales postores e indirectamente al fín que la 
publicidad de la subasta persigue. 
En opinión de SAMPERE ROCÍO, procuradora y vicedecana del Ilustre Colegio de 
Procuradores de Madrid, los procedimientos electrónicos no habrían acabado ni mucho 
menos con los subasteros. Como mucho, habrían reciclado sus prácticas. 
"El riesgo y el perjuicio para los ciudadanos siguen siendo enormes, pues ahora no sólo 
están los subasteros que antes iban a los juzgados, sino que internet se abre a mercados 
insospechados, incluso a sistemas informáticos programados para aprovechar los plazos 
de puja buscando el despiste del resto de participantes", denuncia Sampere. 
Los procuradores se quejan de que, tanto el portal de subastas del BOE como el de 
subastas notariales, no les permitan pujar hasta que no haya una puja anterior. "Esto está 
siendo aprovechado por los subasteros profesionales que pujan en el último minuto, 
intentando que por imposibilidad material el procurador esté atento y así, por el factor 
sorpresa, adquirir inmuebles a precios insospechados", explica la vicedecana. 
 
 
                                                          
16 DE ANZIZU PIGEM, I,  Artículo publicado en la página web de Procuradores Azinzu Castellanos 




Aunque indudablemente la Ley 19/2015 de 13 de julio ha corrido el velo del mundo de 
la subasta abriéndola un gran número de actores que antes, dada su gran complejidad, se 
veían impedidos a participar y la ha hecho más transparente que nunca, este ponente no 
deja de advertir que es necesaria una reforma urgente y prioritaria de la misma.  
Se ha dado un paso de gigante con esta ley a la hora de adaptar este mundo complejo y 
cerrado al siglo XXI. Ahora el mundo de las subastas judiciales es más accesible que 
nunca para el ciudadano medio que desee participar en ellas, pudiendo pujar desde 
cualquier parte de España sin la necesidad de personarse físicamente en el lugar donde 
se celebren. Además su publicidad es mayor que nunca, algo que indudablemente 
beneficia tanto al deudor como al acreedor. Pero el legislador no debería encallarse ni 
conformarse en este punto.  
Es evidente que el sistema informático no está todo lo pulido que debería y es esperable 
que mejore en un futuro cercano aumentando la información disponible sobre los 
inmuebles y se arme de herramientas adecuadas y automatizadas para que el pujante no 
deba pasarse la noche en vela si se realiza otra puja, sino que pueda configurar su propio 
perfil definiendo las cuantías máximas que está dispuesto a pujar, siendo el propio 
sistema el que haga efectivas las pujas en caso de que otro postor haga una puja superior 
hasta un límite marcado por el propio usuario. Así como la dotación de filtros 
adecuados que puedan facilitar y acotar en gran medida la búsqueda de cualquier 
interesado sobre aquel inmueble que busca (por ejemplo: "un filtro sobre inmuebles con 
vistas al mar o X metros de la playa", u otro que ordenara los inmuebles según su 
cercanía al transporte público, etc) que ayuden y hagan más atractivas estas subastas 
delante de los ciudadanos de a pie, que son los que en primera instancia busca seducir el 
legislador con esta Ley. 
Pero lo más apremiante a la hora de subsanar es la indefensión en la que se deja a la 
parte deudora por la no notificación del inicio de la subasta. Es un problema 
relativamente fácil de subsanar, pero que de no hacerlo podría hacer mucho daño. La 
solución es bien sencilla, la propia web de subastas debería remitir al juzgado el inicio 
de la misma y este a su vez comunicárselo las distintas partes interesadas en un plazo no 
superior a 5 días, garantizando así la igualdad de armas de las partes interesadas. 
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En definitiva la nueva Ley 19/2015 de 13 de julio supone un gran avance con respecto a 
la legislación anterior que mejora y pule sus principales carencias en cuanto a 
publicidad pero que no está exenta de lagunas, ya que no deja de ser un primer paso, el 
más importante eso sí, de lo que debería ser un largo camino a la hora de acercar y abrir 
el mundo de las subastas judiciales a todo la población la cual en su mayoría no tiene, ni 
tiene por qué tener, nociones previas sobre Derecho, pero que sin duda alguna su 
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